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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL -I'RIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 6 de setiembre de 2018

ASU¡iTO

Recurso du- agravio constitucional interpuesto por don Hemán Humberto Álvarez
Sotomayor contra la resolución de fojas 92, de 12 de diciembre de 2017, expedida por la
Cuarta Sala Penal para Procesos Con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de
Lima, que declaró improcedente la demanda de habeas corpus de autos.

FUNDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-20I4-PA/TC, publicada en cl
diario oficial El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el
fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentcncia
interlocutoria denegatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de
lo entes supuestos, que igualmente están contenidos cn cl artículo ll del

nto Normativo del Tribunal Constitucional:

b)
Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida en el rccurso no sea de especial
trascendenci a constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

c)

d)

l:n este caso, el recuffente manifiesta que los demandados no le permiten ingresar
y salir librcmente de su oficina, la cual se encuentra en el interior del edificio
ubicaclo en la avenida Nicolás de Piérola 712, departamento 401, distrito de Lima.
Expresa que es arrcndatario de dicho predio desde el año 2000 en razón del
contrato de arrendamiento renovable que celebró con la Sociedad de Bcneficencia
de Lima Meffopolitana. Asimismo, scñala que han llevado a cabo actos
pcrturbatorios a su posesión y de carácter delictivo en perjuicio de su patrimonio,
con la finalidad de que se retire del lugar.

Recuerda el accionante que aproximadamente en el mes de junio del año 2016 los
emplazados se presentaron cn c[ edificio en mención y ie manifestaron que
habían celebrado un acuerclo contractual con la Sociedad dc Beneflcencia de
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Lima, por medio del cual esta les había arrendado la totalidad del citado inmueble,
y que por tanto todos los inquilinos debían retirarse del edificio. Aduce por ello
que se pretende desconocer el contrato vigente que mantiene con [a Beneficiencia
y en mérito al cual tiene pleno derecho dc posecr cl prcdio cn cucstión.

Esta Sala advierte de lo actuado que los hechos dcnunciados no manificstan cl
invocado agravio en la libertad personal de don Hernán Humberto Alvarez
Sotomayor, ni tarnpoco evidencian restricción a su libre tránsito, ni un supucsto de

permanencia arbitraria en el interior del domicilio. De esta manera, esta Sala
considera, de acucrdo con los términos dc la dcmanda y los documcntos quc obran
en autos, que lo que en realidad existe es una discusión respecto a quién
corresponde cl dcrccho dc poscsión (dcmandantc y dcmandados) sobrc cl prcdio
materia de conflicto.

Iln consecuencia, se verifica que el presente recurso de agravio ha incurrido en la
causal dc rcchazo prevista cn cl acápitc b) dcl fundamento 49 de la sentencia
cmitida en el Dxpediente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del artículo ll del
l{eglarnento Nomativo dcl Tribunal Constitucional. Por esta razón, corresponde
declarar, sin más trámite, improcedente el recurso de agravio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constih¡cional, con la autoridad que le confiere la
Constitución Política del Peru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa, y el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña

Barrera, que se agrega,

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional porque la cuestión de

Dcrccho contcnida en cl recurso carece de especial trascendencia constitucional.

Publiquese y notifiquese
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MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA
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ALVAREZ

FUNDAMENTO DT] VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDANA
BARRERA

2. Ahora bien, encuentro que la redacción del proyecto no es lo suficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión de Derecho planteada carece

dc especial trascendencia constitucional, conforme las pautas establecidas por este

Tribunal.

3. En efecto, tal como ha desanollado este Tribunal Constitucional en reiterada
jurisprudencia, al momento de emitir una sentencia interlocutoria, luego de hacer

mención a las causaies de improcedencia liminar recogidas en el fundamento 49 de

"Vásquez Romero", corresponde referirse en forma clara, ordenada y detallada a la
causal espccífica en la cuai habría incurrido e1 recurso planteado, así como cumplir
con explioar cuáles son los alcances de la causal utilizada.

4. De este modo, la exposición de las razones por las cuales el recurso incurre en una

causal determinada no solo adquiere mayor claridad, sino también se Ie otorga un

adecuado orden lógico a los argumentos que fundamentan lo resuelto en el caso.

Dichas cualidades son las que se espera que tenga una decisión tomada por este

Tribunal. en tanto se trata de un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan
relevante como lo es la tutela de derechos fundamentales.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

S

1

Lo gu c

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo. considero

necesario señalar lo siguiente:

1. Aquí ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agravio constitucional no

encuentra respaldo en el contenido constitucionalmente protegido de los derechos

invocados por la parte demandante. Siendo así, se verifica que se ha incurrido en la

causal de rechazo prcvista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida
en el Expediente 00987-2014-PAITC y en el inciso b) del anículo 11 de1

Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional.
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VOTO SINGULAR DEL MAGTSTRADO T-ERRERO COS'TA

Con la potestad que me otorga la Constitución. y con cl mayor respeto por la ponencia

de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamentc
que disiento del precedente vinculante establecido cn la Scntencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGA'I'ORIA. por los fundar¡entos que a

continuación expongo:

El Trunux¿,L CoNSTITUCIoNAL cowlo coRTE Dr, RuvtstoN o l'ALLo Y No DE

CASACIóN

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constilucionales como
instancia de casación y la Constitución dc 1993 convirtió al 'l'ribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por prirncra vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ud hoc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena

de los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el 'fribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constittrción, que tenía jurisdicción
en todo el territorio nacional para conocer. en vía cle cct.tctción. de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que irnplicó que dicho 'l'ribunal no
constituía una instancia habilitada para fallar en fbrma definitiva sobre la oausa. Es
decir. no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos rcconocidos er.r la Constitución.

3. En ese sentido, la l,ey 23385, Ley Orgánica clel Tribunal de (iarantías

Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que

dicho órgano. al encontrar una resolución denegatoria qr.re ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incurrido cn gravcs vieios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procedcrá a casar la sentcncia y, h-rego de

señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de.lusticia de [a
República (reenvío) para que emita nuevo l'allo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luccs, dilataba cn cxccso los proccsos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue seriamente
modiircado en Ia Constitnción de 1993. En primer lugar. se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber. hahctt,¡ corpus', arnparo, habcas data
y acción de cumplimiento. En segundo h-rgar'. se crea al 'l'ribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad. aun cuando la Constitución lo
caliirca erróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en
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materia de procesos constitucionales de la libertad. la Constitución cstablece que el
l'ribunal Constitucional es instancia de revisión o l'allo.

5. Cabe señalar que Ia Constitución Politica del Perú, en su ar1ículo 202, inciso 2,
prescribe que co csponde al 'Iribunal Constitucional "conocer, en última y
de./initiva in.vlancict, las resolucione,s deneS¡aforias dictadas en los proce,sos de

habeas corpus, ampqro, habeas data y acción de cum¡tlimienlo". Esla disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela cle los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuchc y evalúc los alcgatos dc quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho tundamental. [Jna lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de la Conslitnción, como son el principio de

defensa de Ia persona humana y el respeto de su dignidad como 1in supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1,), y "la observanci¿t dcl dcbido ptoceso y lutela

.jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviuclct de la .jurisdicción
predelerminada por la ley, ni soruetida a proceclimiento dislinto de los pret,iamente
establecidos, ni .iuzgada por órgaruts juristliccionale s cle excepción ni por
comisiones especiales creadas al eJec/o cualquiera .\ea su tlenominación",,
consagrada en el artículo 139, inoiso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece cn otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la r,ía del certiorari
(Suprcma Cofie dc los Estados Unidos), en el Perú el Poder Conslituyente op1ó por
un órgano supremo de interpretación de la C'orTstitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no lraya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. lln otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaz.a o lesión de r-rn clerecl.ro fundamental. se

debe abrir la vía conespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo sc produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces conslitucionales mediante un pormcnorizado
análisis de lo que se pretcnde, dc 1o quc se inl,oca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parlc como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un 'fribr.rnal Clonstitucional constituye ei rnás
efectivo medio de defensa de los derechos lirndamentalcs fi'cnte a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunlb de [a justicia frente a la
arbitrariedad.

El orne,cno A sER oiDo colvlo MANIITESI'ACIóN DE t,A DENloun,tLlz;rr;l(lx DFt Los
Pnocnsos CoNsrlrucloNALES DE, LA r,rBERTAt)

8. La administración de justicia constitucional de la libertad clue brincla el 'l'ribunal

Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como corresponde, del dcrccho de
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dcfensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

determinen sus derechos,, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la ernisión dc una rcsolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la del'ensa, la c¡-ral, sólo es

efbctiva cuando el justiciable y sus abogados pueden cxponcr, dc manera escrita y
oral, Ios argumentos pertinentes. concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar quc, cn tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manil'estación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas:, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherenles a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a scr oído con las dcbidas galantías.

11. Cabe añadir que la participación directa dc las partes. en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, sc dccidiría sobrc la csfera de interés de
una persona sin permitirle alegar 1o correspondiente a su lavor, lo que resultaría
excluyente y antidetnocrático. Además, el 'l'ribunal Cor.rstitr.rcional ticnc cl deber
ineludible de optimizar, en cada caso concrelo, las razones. los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la j usticia cle sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Hurnanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a trqtar al indiyiduo en todo momento como
un yerdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no
simplemente como objeto del mismo"t . y que "¡tora que exis'lct rlebiclo proceso legal
es preciso que un justiciable pueda hacer valer sus ¿lerechos .y clefinder sus
intereses en forma efecti,r,a y en condiciones de igualdad procesal con otros
jtrsticiable s'2 .

I Corte IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia dcl l7 de noviembre de 2009.
párrafo 29.

' Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Beniamin y otros vs. 'lriniclad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de2002, párrafo 146.
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13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no L's con gravc violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo. pero no su retbrmador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la C'onstitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad Ia denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (R,A.C) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recaliflcar" el recurso dc agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 de1 Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Ilsta es una competencia de la
Sala Superior dei Poder Judicial. Al 'l'¡ibunal lo quc le corrcsponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por cndc. no [c ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un agravio que le causa indetbnsión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el nTejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concrctado en supuestos específicos, a saber,
identificar en qué casos se aplicarÍa. No hacerlo. no deflnirlo. ni justificarlo,
convierte el empleo de la precitada scntcncia en arbitrario. toda vez qr-re se podría
afectar, entre otros, el derecho f'undamental dc defensa, en su manil-estaciór, de ser
oído con las debidas garantías, pues ello darÍa lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibil idad. afectando nolablemente a Ios justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, mlttctti.e mttf andis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
l-allos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Itarnírez (Sentencia 02877-
2005-PHCiTC). Del mismo modo, constituye una reaflrnración de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionalcs de la libertad (sr.rpletoriedad, r,ia previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de ios procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitncional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos lindamcntales de los
agraviados, voto a thvor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, io que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas al-ectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran iusticia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que. agotada la vía constitucional, al jr,rsticiable

solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del dcrccho dc uno es, al mismo
tiempo, una det'ensa total de la Constitución. pues si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional. cada cual al dcfcnclcr su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resr.rha oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".
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